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Las nuevas iniciativas económicas promovidas en el 
departamento del Quindío, como relevo a los renglones 
económicos que lideraban la economía regional, trajo 
consigo la adopción de un modelo basado en el turismo 
y particularmente orientado hacia el aprovechamiento 
de los paisajes naturales y temáticos culturales. Estas 
iniciativas acompañadas de varios factores como la 
globalización, el actual sistema de producción y el 
concepto de la huida del derecho administrativo, han 
fundado un escenario propicio que genera una 
afectación a los ecosistemas naturales en la región. La 
divulgación del exuberante paisaje que recoge el Valle 
de Cocora por todo el mundo,  ha propiciado un éxodo 
de visitantes, que en épocas supera la capacidad de 
carga calculada para la zona, visitantes que consumen 
productos y servicios que por su volumen y rentabilidad 
se convierte para los empresarios allí instalados y 
nuevos, en un muy apreciado y rentable negocio, que 
en su afán de responder a la demanda de turistas y de 
promover sus empresas, les lleva presentar nuevas 
solicitudes de licenciamiento ambiental y 
autorizaciones administrativas para la ampliación de 
proyectos. Licencias que son otorgadas por las 
autoridades ambientales y locales, generando consigo 
una dinámica creciente de empresas alrededor de este 
futuro cementerio de palmas y decadente paisaje 
natural.
Este articulo pretende marcar una postura relacionada 
con la necesidad de acudir al principio rector 
medioambiental de precaución, un principio reciente 
del derecho ambiental dirigido a evitar los daños graves 
e irreversibles que pueda sufrir el medio ambiente, 
imponiendo medidas preventivas en aquellos eventos 
donde no hay certeza sobre la afectación que el 
desarrollo de una actividad pueda causar en los 
recursos naturales. Este planteamiento abre la 
discusión en torno a la 
incertidumbre científica y los limitados e imperfectos 
estadios del conocimiento, utilizados para determinar la 
afectación gradual que se viene presentando en el 
ecosistema en mención, tal como lo evidencia la 
revisión bibliográfica y estudios relacionados con la 
determinación del daño realizados hasta la fecha, de 
cuestionar el criterio con que la autoridad ambiental 
otorga las licencias a las iniciativas productivas 
adelantadas en la zona, sin contemplar estudios que 
generen la certeza científica necesaria, que demuestre 
la no afectación de los recursos naturales con estas 
intervenciones en el territorio.
El derecho Administrativo determina la organización, 
comportamiento y función de la Autoridad 
Administrativa, funda sus cimientos en el ejercicio de lo 
público y en este escenario cobra suma importancia la 
gestión de las potestades otorgadas a las autoridades 
responsables de proteger el medio ambiente. Esta 
rama del derecho tiene directa relación con el derecho 
ambiental, disciplina que inspira su normativa en 
principios rectores, reglas orientadoras que expresan 
un juicio de lo correcto y del deber hacer del individuo 
frente a los recursos naturales. El Estado Colombiano a 
partir de la Constitución Política de 1991, interesado en 
alinear este mandato superior con los tratados 
internacionales en materia de derechos colectivos y 
ambientales, ratifica el acuerdo de Rio de Janeiro 
celebrado en 1992 y un año más tarde, producto del 
compromiso adquirido, profiere la ley general 
ambiental, ley 99 de 1993 y de la cual se desprende 
como fundamento de la estructura normativa ambiental 
en Colombia. 
Se propone que el estado Colombiano ponga en 
efectiva aplicación el ordenamiento jurídico integrado a 
través del bloque de Constitucionalidad, que replantee 
la postura de reaccionar ante las problemáticas 
ambientales ya consumadas, de aplicar 
“EL PRINCIPIO RECTOR DE PRECAUCIÓN 
MEDIOAMBIENTAL EN EL VALLE DE COCORA DEL 
MUNICIPIO DE SALENTO EN EL DEPARTAMENTO DEL 
QUINDÍO” 
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en rigor el precedente jurisprudencial por parte de la 
autoridades llamadas a autorizar cualquier tipo de 
actividad que genere un impacto ambiental en una área 
de tan singulares características y determinante 
importancia ecológica para la región y la Nación.  
De igual manera se plantea la necesidad de regular de 
manera concreta, a través de la una ley de la republica 
los mecanismos administrativos, de procedimiento y 
disciplinarios para hacer efectivo la aplicación al 
principio de precaución, que genere las garantías  
reales de protección en este tipo de escenarios y de 
atender el carácter vinculante de la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional en las decisiones administrativas 
proferidas por las autoridades competentes, decisiones 
que amparen que en tanto siga presente el actual 
modelo de desarrollo de la zona, generando un daño 
grave al entorno natural, las iniciativas económicas 
agrícolas, pecuarias, turísticas y forestales, deberán 
suspender sus actividades bajo el actual esquema de 
producción. 
Problema Jurídico:
¿Se aplica el principio de precaución medioambiental 
en las decisiones administrativas proferidas por las 
autoridades públicas competentes en el otorgamiento 
de licencias ambientales y autorizaciones que se 
conceden a los proyectos desarrollados en el valle de 
Cocora del municipio de Salento Quindío?.
Este “Principio de precaución” o enfoque precautorio se 
ha incorporado en varios acuerdos internacionales 
sobre el medio ambiente y actualmente está 
reconocido como un principio  general del derecho 
internacional. El principio en referencia es ampliamente 
aceptado, desde hace tiempo, ante la  necesidad de 
adoptar medidas de precaución e situaciones que 
generen incertidumbre científica, como es el caso de 
brotes repentinos de enfermedades animales, por 
ejemplo, caso en el que se imponen inmediatamente 
restricciones al comercio hasta que se obtenga 
información sobre el brote y su magnitud. De acuerdo 
con lo anterior, la  aplicación del principio de precaución 
es de vital importancia en el desafío que presenta para 
evitar menoscabos al medio ambiente que resulten de 
daños graves e irreversibles a la vida y a a salud de las 
personas y a la integridad y conservación  del entorno 
natural. 
En la Ley general ambiental de 1993 establece que la 
política  nacional del medio  ambiente se  fundamenta, 
entre otros, en  el principio  de  precaución, y lo define 
de manera expresa en el numeral 6 del artículo 
primero, en el siguiente sentido: La formulación de las 
políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. 
No obstante, las autoridades ambientales y los 
particulares darán aplicación al principio de precaución 
conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave 
e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 
deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces para impedir la 
degradación del medio ambiente. Frente al caso 
concreto, reconocer que la zona del Valle de Cocora 
merece una especial admiración por su paisaje, no 
debe dar lugar al aprovechamiento económico 
desmedido de los titulares de los predios que lo 
conforman. La propiedad privada es un derecho 
constitucional que tiene consigo obligaciones, y entre 
ellas una función ecológica y es evidente que el uso del 
suelo en la zona, está destinado a la instalación de 
praderas en zonas de ladera para la alimentación de 
semovientes, senderos para recorridos turísticos, 
actividades forestales con especies foráneas, 
establecimiento de infraestructura (restaurantes, 
establos, parqueaderos, zonas de camping, juegos 
infantiles, senderos, caminos, explotaciones piscícolas, 
alojamientos) y no a la reforestación, conservación y 
protección de un ecosistema del cual desconocemos 
sus dinámicas y su papel dentro de DRMI (Distrito de 
Maneo Integrado de la Cuenca alta del Rio Quindío)
El Principio de Precaución Medioambiental en el 
Estado Colombiano
La Constitución Política de Colombia (1991) establece 
la primacía del interés general (art. 1) y el deber de los 
particulares de velar por la conservación de un 
ambiente sano (art. 95, numeral 8) e impone a la 
propiedad privada una función ecológica (art. 58), lo 
que significa que ese derecho de libertad de empresa 
no es absoluto y se encuentra limitado de una manera 
legítima para lograr cumplir los fines esenciales del 
Estado, una efectiva protección del medio ambiente, 
los intereses colectivos en garantía de la prosperidad 
general.
Es importante señalar que el principio de Precaución es 
uno de los pilares fundamentales del principio de 
desarrollo sostenible y del deber de protección al medio 
ambiente, los cuales tienen consagración en nuestra 
Constitución Nacional. De esta manera, los artículos 8, 
79, 80, 289 y 334 de la Carta Política proclaman el 
derecho a gozar de un ambiente sano, el deber de 
proteger el medio ambiente y el deber de garantizar su 
existencia, desarrollo y preservación. Con lo cual se 
puede también concluir que el Principio de Precaución 
tiene fundamentos constitucionales e internacionales, 
como se citará seguidamente. Dado la relevancia del 
medio ambiente y su desarrollo sostenible, este 
Principio se encuentra igualmente consagrado en las 
legislaciones internas de muchos 
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Estados y es principio rector en el Derecho 
Internacional. Es así como se contempló en la 
Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo, dentro de los 27 principios rectores, y 
en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático, celebrada en Nueva York el 9 de 
mayo de 1992, aprobada por Colombia mediante la Ley 
164 de 1994.  
Como se observa bajo estas disposiciones, el Principio 
de Precaución ordena que en caso de “duda científica” 
—duda que pudiéramos calificar de razonable—, sobre 
la posibilidad de que determinada actividad pueda 
causar un daño grave o irreversible al medio ambiente, 
debe procederse a suspender, aplazar, limitar, 
condicionar o impedir la ejecución de la respectiva 
actividad, según se considere sea la medida eficaz 
para el respectivo caso, hasta adquirir seguridad 
científica sobre la existencia o no de dicho peligro. 
(Lora Kesie, 2011)
Discusión o Conclusiones.
Los avances doctrinarios en la materia, las recientes 
disposiciones legales y jurisprudenciales que han 
abordado el principio rector de precaución 
medioambiental en el ordenamiento jurídico 
colombiano, determinan que el Estado debe actuar 
oportunamente, antes de la consumación del daño 
ambiental, aun cuando no se conocen las 
consecuencias con evidencia científica de la actividad. 
Pero es deber afirmar que el panorama normativo para 
dar aplicación efectiva a este principio es aún incipiente 
en el ordenamiento jurídico Colombiano. Frente a este 
planteamiento cobra especial relevancia la propuesta 
del doctor Fausto Huertas, y la doctora Luz Helena 
Agudelo profesores de la Universidad Libre, plasmada 
en el libro “El Principio de Precaución Medioambiental 
en el Estado Colombiano”, en el cual se propone un 
proyecto de ley, que pretende determinar el concepto y 
regular las condiciones de aplicación, modificando el 
numeral 6 del artículo 1 de la ley 99 de 1993, en la cual 
no se exija las condiciones de grave e irreversible al 
daño, sino alguna de las dos, además incorporar los 
mecanismos administrativos, procedimentales, y 
estableciendo un régimen disciplinario y sancionatorio 
para quienes omitan el deber legal de aplicar el 
principio de precaución medioambiental. (Huertas F E y 
Luz Helena A, 2015)
El desconocimiento en las autoridades públicas del 
carácter vinculante que tiene la aplicación del principio 
de precaución, ha tenido consecuencias negativas en 
la práctica, licencias ambientales otorgadas por la 
autoridad ambiental en ejercicio de un deber legal y 
constitucional, con un soporte técnico deficiente de 
funcionarios que desconociendo elementos de juicio 
fundamentales y herramientas legales para la 
conservación del medio natural, avalan la explotación 
económica en el Valle de Cocora. Así mismo la omisión 
por parte de las entidades públicas de permitir 
explotaciones agropecuarias y forestales en zona de 
reserva forestal y hábitat natural del árbol nacional es 
evidente, al divisar la trasformación de un paisaje que 
se encuentra en peligro de daño. Impera la necesidad 
de integrar a los entes territoriales, a la rama legislativa, 
judicial, órganos y entidades que en ejercicio de sus 
funciones constitucionales y legales deban adoptar 
decisiones relacionadas con impedir que frente a 
actividades que conlleven a un riesgo de daño grave o 
irreversible al medio ambiente se aplique  el principio 
rector de precaución.
El carácter vinculante de las entidades del Estado 
frente al principio de precaución,  lo impone la 
sentencia T-360 de 2010, señala que el principio de 
precaución se encuentra constitucionalizado en 
Colombia, atendiendo a la obligación estatal de 
internacionalizar las relaciones de medio ambiente y de 
los deberes de protección, conservación de los 
recursos naturales y ambientales que la Constitución 
les impone. Esta regla de prioridad puede identificarse 
en diversas sentencias de la Corporación: en la 
sentencia C-293 de 2002, la Corte declaró la 
constitucionalidad del literal c) numeral 20 del artículo 
85 de la Ley 99 de 1993, sobre la posibilidad de 
suspender actividades y obras, con base en el principio 
de precaución: “En este punto, sólo resta mencionar 
que no se violan los artículos constitucionales 
mencionados por el actor (trabajo, propiedad, derechos 
adquiridos), si, como consecuencia de una decisión de 
una autoridad ambiental que, acudiendo al principio de 
precaución, con los límites que la propia norma legal 
consagra, procede a la suspensión de la obra o 
actividad que desarrolla el particular, mediante el acto 
administrativo motivado, si de tal actividad se deriva 
daño o peligro para los recursos naturales o la salud 
humana, así no exista la certeza científica absoluta”.
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